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Relación de los hechos principales expuestos por las partes intervinientes 

en el proceso  

 

El presente expediente civil se tramitó vía proceso único de ejecución, versa 

sobre la obligación de dar suma de dinero que nace de la relación contractual 

entre Construcciones e Inversiones V&E S.A.C y Exportadora, Importadora y 

Servicios de Comunicación y Operador Multimodal S.A.C - EISCOM, en virtud 

del incumplimiento del pago estipulado en el contrato de arrendamiento de un 

local comercial ubicado en Av. Venezuela 1920- 1930, Cercado de Lima. 

 

Respecto a los hechos expuestos por la parte ejecutante: 

 

Con fecha 24 de Julio del 2013, Construcciones e Inversiones V&E S.A.C, 

representada por Vicente Díaz Arce, interpone demanda de obligación de dar 

suma de dinero contra Exportadora, Importadora y Servicios de Comunicación y 

Operador Multimodal S.A.C - EISCOM y el garante Inversiones Open House 

S.A.C. 

 

La ejecutante solicita que la ejecutada cumpla con el pago de S/. 52,864.00 

(Cincuenta y dos mil ochocientos sesenta y cuatro Soles) correspondientes a los 

meses impagos de febrero y marzo del 2013 más las costas y costos del proceso, 

reservándose el derecho de ampliar dicha pretensión, toda vez que, EISCOM 

S.A.C se encontraría poseyendo el inmueble a la fecha. Asimismo, exige a 

Inversiones Open House S.A.C, en calidad de garante, que cancele la deuda 

ante la imposibilidad del pago de la ejecutada.  

 

Los fundamentos expuestos dentro de la demanda fueron los siguientes: 

 

La recurrente señala que con fecha 05 de setiembre del 2011 celebró con 

Exportadora, Importadora y Servicios de Comunicación y Operador Multimodal 

S.A.C – EISCOM S.A.C un contrato de arrendamiento del local comercial 

ubicado en Av. Venezuela 1920-1930 del Cercado de Lima, durante el plazo de 

3 años forzosos, mediante el cual EISCOM S.A.C se obligó a pagar la merced 

conductiva de S/. 22,400 mensuales los primeros dos años y S/. 22,520.00 
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mensuales el último año y una garantía de dos meses, es decir S/. 44,800.00. 

En virtud a ello, la demandante inició un proceso judicial de obligación de dar 

suma de dinero contra EISCOM S.A.C con el fin de que cumpla con el pago de 

los meses correspondientes a Febrero y Marzo del 2013, sin perjuicio de poder 

extender la pretensión a los meses posteriores puesto que la demandada se 

encontraría, aun, poseyendo el local comercial. 

 

Asimismo, Construcciones e Inversiones V&E S.A.C, extendió la demanda a la 

empresa Inversiones Open House S.A.C, quien firmó el contrato de 

arrendamiento en calidad de garante de EISCOM S.A.C. 

Fundamentos de derecho alegados por la ejecutante: 

 Artículo 1681° del Código Civil 

 Artículo 688° del Código Procesal Civil 

 Artículo 690°-B del Código Procesal Civil 

 Artículo 693° del Código Procesal Civil 

Adjuntó los siguientes medios probatorios: 

 Copia del contrato de arrendamiento suscrito por las partes. 

 Las copias simples de las facturas impagas, específicamente 2, las 

cuales corresponden a los meses Febrero y Marzo del 2013.  

Con el fin de comprender de dónde proviene la acción en el proceso único de 

ejecución, el artículo 688° del Código Procesal Civil, prevé los títulos ejecutivos, 

pudiendo ser de naturaleza judicial o extrajudicial. 

 

En el presente caso, hablaríamos de un título ejecutivo complejo de naturaleza 

extrajudicial tal como se señala en el inciso 9° del artículo mencionado. 

La posición que asume nuestro Código Procesal Civil referente al título ejecutivo 

es ratificar la necesidad de contar con un título para dar inicio al proceso de 

ejecución, es así que “sólo se puede promover la ejecución en virtud de títulos 

ejecutivos de naturaleza judicial o extra judicial”. (Casassa, Código Procesal Civil 

Comentado, 2016, pág. 243) 

 

Respecto al documento impago de renta por arrendamiento, siempre que se 

acredite instrumentalmente la relación jurídica contractual (Inc 9° del artículo 
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688° del Código Procesal Civil) podemos decir que este documento se incorporó 

en nuestra legislación como título ejecutivo en virtud del artículo 11 del Decreto 

Ley N°20236 el cual a la letra establecía: “la acción de pago del arrendamiento 

de bienes inmuebles se ejecuta, sea cual fuere la forma en que se hubiere 

celebrado la locación, si el demandante afirma que el arrendatario ocupa 

actualmente el bien. 

 

Una vez incorporado a nuestra legislación como título ejecutivo, éste constituyo 

en su momento –como ya hemos descrito- una excepción al principio nulla 

executio sine tittulo, por cuanto constituía título ejecutivo el recibo impago y la 

sola afirmación por parte del ejecutante que el arrendatario – llámese ejecutado- 

venía ocupando el bien permitían, dando así inicio al proceso ejecutivo. 

 

Cuando se publicó el proyecto del CPC en 1992, originalmente en su artículo 

693° no fue incluido, sino que fue incorporado a raíz del Decreto Ley N°25940 

con el siguiente texto: “Instrumento impago de renta de arrendamiento, siempre 

que el arrendatario se encuentre en el uso del bien, posteriormente dicho artículo 

fue modificado con fecha 16 de diciembre del 2003por la Ley N°28135 y en 

donde el texto del mismo quedó como sigue: “El documento impago de renta por 

arrendamiento, siempre que se acredite instrumentalmente la relación 

contractual”. (Casassa, Código Procesal Civil Comentado, 2016, pág. 243) 

 

Respecto a los hechos expuestos por la parte ejecutada 

 

Con fecha 4 de setiembre del 2013, Inversiones Open House S.A.C propone 

como defensa previa el beneficio de excusión, alegando que debe agotarse 

previamente todos los recursos de cobranza contra el patrimonio del deudor 

principal, en este caso, EISCOM S.A.C, ya que no es fiadora solidaria de la co 

ejecutada, razón por la cual solicitó que se suspenda la obligación de pago hasta 

que se compruebe la imposibilidad de ejecución del mandato sobre los bienes 

de EISCOM S.A.C en virtud  a lo previsto por el Art. 455 del Código Civil. 

Por otro lado, el 04 de setiembre del mismo año, la ejecutada principal, EISCOM 

S.A.C, presentó contradicción basándose en la causal de Inexigibilidad de la 

obligación, toda vez que, el 08 de marzo del 2013 perdió la posesión del 
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inmueble por disposición judicial, siendo víctima de lanzamiento en el inmueble 

materia del contrato debido a un proceso judicial de Ejecución de Acta de 

Conciliación seguido por la empresa Compas Industrial S.A con Mario Flores 

Arias. 

 

En ese sentido, EISCOM S.A.C manifiesta que el contrato suscrito entre las 

partes quedó resuelto de pleno derecho desde la fecha que se llevó a cabo el 

lanzamiento debido a la imposibilidad de las prestaciones, por lo que no serían 

exigibles de cobro los meses posteriores al lanzamiento. 

 

Además, propone la excepción de incumplimiento, solicitando la suspensión del 

cumplimiento de la obligación de pago de la renta puesta a cobro hasta que la 

demandante cumpla con restituir la posesión del inmueble. 

Por último, señala que el pago del mes de Febrero fue debidamente cancelado, 

encontrándose pendiente sólo la entrega de la factura por parte de la ejecutante. 

 

Adjuntó los siguientes medios probatorios: 

 El contrato de arrendamiento suscrito entre las partes. 

 El mérito de una Inspección Judicial del inmueble sub Litis que acreditaría 

haber perdido la posesión. 

 Fotografías que acreditan el lanzamiento judicial que se llevó a cabo el 08 

de Marzo del 2013. 

 El reporte del Expediente N°1665-2011 del Tercer Juzgado de Paz 

Letrado de Lima seguidos por la empresa Compas Industrial S.A con 

Mario Flores Arias. 

 La carta notarial dirigida a la demandante en la cual se requiere que 

cumpla con acreditar documentalmente su condición de propietario del 

inmueble. 

 La Carta notarial donde comunican la resolución del contrato por no 

acreditar la titularidad del local comercial. 
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Respecto a las absoluciones de la parte ejecutante: 

 

Construcciones e Inversiones V&E S.A.C se manifiesta respecto a la defensa 

previa interpuesta por Inversiones Open House S.A.C, que solicita que se 

suspenda la obligación hasta que se compruebe la imposibilidad de ejecución 

del mandato ejecutivo sobre los bienes de la demanda principal. Indica que para 

que el fiador pueda aprovechar el beneficio de excusión debe oponerlo al 

acreedor luego de que éste lo requiera con el pago y acreditando la existencia 

de bienes realizables. 

 

Sin perjuicio de la absolución antes mencionada, la ejecutante interpone tacha 

contra el acta de lanzamiento y fotografías presentadas por EISCOM S.A.C como 

medio probatorio.  

 

Asimismo, absuelve la contradicción negando que EISCOM hubiese sido 

lanzada o desalojada, toda vez que, las partes de proceso seguido en el 

Expediente N°1665-2011 del Tercer Juzgado de Paz Letrado de Lima sobre 

ejecución de acta de conciliación son: Compas Industrial S.A y Mario Flores 

Arias, quienes son personas distintas a las recurrentes. Además, alega que las 

fotos presentadas no son una prueba fehaciente de que existió un lanzamiento 

en el mismo local comercial que arrienda a EISCOM S.A.C.  

 

Respecto a la causal de inexigibilidad de la obligación indica que conforme a lo 

que señala el artículo 196 del Código Procesal Civil, que se refiere a la carga de 

la prueba y respecto a la excepción de incumplimiento, éste no se encuentra en 

los supuestos que regula el Art. 446. 

 

Sobre la Resolución N°13 emitida por el Séptimo Juzgado Civil con 

Subespecialidad en lo Comercial 

 

El juzgado declaró improcedente la defensa previa interpuesta por el garante 

Inversiones Open House S.A.C y saneado el proceso fijando los siguientes 

puntos controvertidos:  
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1. Si les corresponde o no a los ejecutados pagar a favor del accionante la 

suma de S/. 211,456.00 soles (hasta ese momento) correspondientes a 

los recibos impagos por arrendamiento. 

2. Si resulta exigible la obligación puesta a cobro a favor de EISCOM. 

3. Resolver la excepción de incumplimiento interpuesta por la ejecutada. 

4. Determinar si la ejecutada se encuentra en el uso del bien dado en 

arrendamiento. 

Respecto a los medios probatorios, se declaró improcedente la inspección 

judicial del inmueble Sub Litis, toda vez que, tratándose de un proceso único de 

ejecución sólo es admisible la declaración de parte, los documentos y la pericia. 

Por otro lado, referente a la tacha interpuesta por la ejecutante, ésta se declaró 

infundada y ordenó como prueba de oficio las copias certificadas del proceso 

seguido ante el Tercer Juzgado de Paz Letrado de Lima sobre Ejecución de Acta 

de Conciliación. 

 

Sobre el Auto Definitivo 

 

Con Fecha 29 de Agosto del 2014, el Séptimo Juzgado Civil con Subespecialidad 

en lo Comercial, declaró infundada la contradicción planteada por EISCOM 

S.A.C y en consecuencia, ordenó que se lleve adelante la ejecución forzada 

hasta que los ejecutados cumplan con pagar, a favor de la ejecutante, 

Construcciones e Inversiones V&E S.A.C, la suma total de S/. 449,344.00 

(cuatrocientos cuarenta y nueve mil trescientos cuarenta y cuatro y 00/100 soles) 

más los intereses pactados correspondientes a los meses de Febrero, Marzo y 

posteriores.  

 

De acuerdo a lo señalado por la judicatura, la ejecutada no pudo acreditar en 

autos que fue víctima del lanzamiento del inmueble pues en el acta de 

lanzamiento se aprecia que dicho acto fue efectuado entre las partes que 

participaron en el proceso: Compas Industrial S.A.C y Mario Flores Arias, sin 

advertirse la participación de las partes del presente proceso. 

 

Asimismo, indicó que se trataría de un local comercial con una numeración 

distinta a la indicada en el contrato de arrendamiento suscrito con la ejecutante. 
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El lanzamiento se llevó a cabo en Av. Venezuela N° 1908 (ahora 1918-1930) y 

el inmueble sub litis tiene una numeración de Av. Venezuela N° 1920- 1930. Por 

lo que consideró imposible acreditar que la ejecutada ya no se encuentre en el 

bien.  

 

Sobre el recurso de apelación interpuesto por la parte ejecutada 

 

Con fecha 04 de setiembre del 2014, la ejecutada Exportadora, Importadora y 

Servicios de Comunicación y Operador Multimodal S.A.C – EISCOM, interpuso 

recurso de apelación contra el auto definitivo, puesto que éste adolecía de la 

debida motivación y, en consecuencia, de nulidad, habiéndose vulnerado el 

debido proceso y los derechos de defensa de la ejecutada al no haberse valorado 

los medios probatorios presentados, incumpliendo lo dispuesto por el Art. 197° 

del Código Procesal Civil. 

 

Los fundamentos de hecho expuestos en el recurso de apelación fueron los 

siguientes: 

 

Como primer fundamento de hecho, la ejecutada señaló que la resolución 

impugnada no ha cumplido con una debida motivación, puesto que resolvió sin 

meritar todos los medios probatorios presentados en el proceso, los cuales 

fueron dirigidos a demostrar la ubicación del inmueble arrendado, perdida de la 

posesión y de la participación de la ejecutante en el proceso de Ejecución de 

Acta de Conciliación del cual derivó el Acta de Lanzamiento. 

 

Según lo expuesto en el considerando octavo de los fundamentos de la decisión 

del Auto Definitivo, se invocó el artículo 1711° del Código Civil, que señala que 

para desocupar un bien el arrendatario debe, previamente, recabar autorización 

escrita del arrendador o, en su defecto, de la autoridad respectiva, ello sin 

considerar ni valorar los medios de prueba que indicaban que la ejecutada fue 

víctima de un lanzamiento, siendo imposible que le resulte aplicable.  

 

Además, no se valoró la prueba de oficio “Partida Registral N°11051092” donde 

se demuestra que el arrendador sería un copropietario del inmueble y, en 
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consecuencia, se debió declarar invalido el contrato de arrendamiento, toda vez 

que, conforme lo establece el artículo 971° inciso 1° del Código Civil, para el 

arrendamiento de un bien indiviso debe mediar la manifestación de voluntad de 

todos los copropietarios.  

 

EISCOM S.A.C reiteró que la obligación es inexigible puesto que ésta se 

encuentra pendiente de una condición atribuible al acreedor, es decir, el acreedor 

debe restituirles el uso del inmueble a efectos de que se siga ejecutando el 

contrato de arrendamiento.  

 

Sobre el Auto de Vista  

 

Con fecha 16 de Enero del 2015, el auto de vista revocó la Resolución N°31 de 

fecha 29 de agosto del 2014 y, reformándola, declaró fundada en parte la 

contradicción interpuesta por la ejecutada EISCOM S.A.C, ordenando que se 

lleve adelante la ejecución forzada hasta que la ejecutada EISCOM S.A.C 

cumpla con el pago de la suma ascendente a S/.32,599.46 (Treinta y dos mil 

quinientos noventa y nueve con 46/100 soles) más los intereses, costas y costos 

del proceso; e improcedente en el extremo de la demanda interpuesta a 

Inversiones Open House S.A.C.  

 

De acuerdo al estudio de autos y la valoración conjunta con los medios 

probatorios presentados por la ejecutada, en este Auto de Vista se apreció que 

en el Acta de Lanzamiento sí se consignó el nombre del representante legal de 

la empresa EISCOM S.A.C, quien trató de impedir el ingreso al inmueble donde 

se produjo el lanzamiento. Por lo que, resulta contradictorio que el auto definitivo 

indique que no es posible comprobar que la ejecutada fue víctima del 

lanzamiento. 

 

Asimismo, las copias certificadas y la documentación que se solicitó como 

prueba de oficio señalan que en el proceso de Ejecución de Acta de Conciliación 

existía confusión respecto a la ubicación del inmueble, situación que se concluyó 

confirmando que se trataba del mismo bien.  
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En consecuencia, no es admisible que el ejecutante pretenda cobrar la renta de 

los meses posteriores a la fecha que ocurrió el lanzamiento argumentando que 

la ejecutada no tuvo autorización para dejar el inmueble, toda vez que, se trata 

de un acto externo fuera de su voluntad. Sin embargo, sí se encuentra obligada 

a pagar el mes de febrero y los días correspondientes al mes de marzo en los 

que si se encontró en posesión del inmueble, puesto que, de acuerdo a lo 

dispuesto por el artículo 188° del Código Procesal Civil, la carga de la prueba 

corresponde a quien afirma los hechos que configuran su pretensión, y en este 

caso, no ha ofrecido medio probatorio alguno que genere convicción en el pago 

del mes de febrero como lo señalado en su escrito de contradicción. 

 

Por último, señaló que Inversiones Open House S.A.C no se constituyó 

debidamente como garante puesto que no cumple con lo previsto en los artículos 

1868° y 1871° del Código Civil. 

 

Recurso de Casación presentado por el ejecutante 

 

Con fecha 11 de Mayo del 2015, Construcciones e Inversiones V&E S.A.C, 

interpuso recurso de casación contra el Auto de Vista que revoca la Resolución 

N°31 del 29 de Agosto del 2014, fundamentándose en la infracción normativa del 

inciso 5° del artículo 139° de la Constitución Política del Perú, conforme lo 

dispone el numeral 2° de artículo 388° del Código Procesal Civil.  

 

La ejecutante interpuso la casación cumpliendo con los requisitos de 

admisibilidad de conformidad con el artículo 387° del Código Procesal Civil, 

además señaló que el Auto de Vista responde a una inadecuada motivación de 

los hechos y del derecho, incurriendo en la infracción normativa que garantiza el 

derecho al debido proceso por incumplirse el análisis estructural del supuesto 

normativo en la obligatoriedad del pago del título ejecutivo compuesto constituido 

por los recibos de arrendamiento y el contrato que sustenta el cobro. 

 

Asimismo, Construcciones e Inversiones V&E S.A.C alega que la garante no 

impugnó la Resolución N°13 que desestima su defensa previa de excusión ni el 

Auto Final de primera instancia, por lo que resulta contradictorio que en segunda 
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instancia se declare excluirla, en contravención del principio tantum devolutum, 

quantum apelatum.  

 

La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de Lima, declaró 

infundado el recurso de casación interpuesto por Construcciones e Inversiones 

V&E S.A.C y en consecuencia no casaron la sentencia de vista de fecha 16 de 

enero del 2015. Sin embargo, en sus fundamentos, señaló que se vulneró el 

principio del tantum devolutum quantum apelatum, toda vez que, en el escrito de 

apelación presentado por EISCOM S.A.C se cuestionaron sólo los fundamentos 

de fondo de la resolución apelada, mas no se denunció como agravio la 

condición de garante de Inversiones Open House S.A.C.  

 

Por tanto, tal exceso acarrearía la nulidad de la recurrida sólo en ese extremo, 

debiendo incluirse a Open House S.A.C en la obligación de pago en caso la 

deudora principal no lo cumpla. 
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Identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del 

expediente 

 

Considero que en el presente proceso se presentaron dos problemas relevantes 

El primero es la contradicción interpuesta por la ejecutada: 

 

Como se ha podido notar en el proceso, EISCOM S.A.C interpuso contradicción 

con causal de inexigibilidad de la obligación en base a lo siguiente: 

1. Desde el 08 de marzo del 2013 no tiene ninguna relación contractual de 

arrendamiento con la ejecutante por haber perdido, por disposición 

judicial, la posesión del inmueble materia de arrendamiento. 

2. El lanzamiento se debió a un proceso judicial de Ejecución de Acta de 

Conciliación seguido entre Compas Industrial S.A.C y Mario Flores Arias. 

3. La ejecutante no tiene el derecho de exigirle el cumplimiento del pago de 

la renta porque el contrato fue resuelto de pleno derecho debido a la 

imposibilidad de las prestaciones. 

“Cuando se trata de inexigibilidad de la obligación, se cuestiona la ejecutabilidad 

del título por carecer de una prestación cierta, expresa u exigible, condiciones 

básicas para que un título resista ejecución”. (Casassa, 2016, pág. 269) 

“La causal de contradicción que se cita (de inexigibilidad de la obligación) no 

alude a la vía (causal o cambiaria) en la que pueda demandarse el cumplimiento 

de la obligación, sino que ataca directamente a la obligación misma al no 

estimarse exigible su cobro…”. (Casación N°2424-2005 /Junín, publicada en el 

Diario Oficial El Peruano el 31-10-2006, p.17509). 

 

Al respecto, considero que la contradicción no fue debidamente sustentada, lo 

que produjo que la ejecutada recurra a varios escritos de téngase en cuenta, así 

como medios probatorios extemporáneos a fin de intentar explicar, no sólo la 

pérdida de posesión del inmueble, sino también la copropiedad y los procesos 

adicionales que se tienen en otros juzgados sobre resolución de contrato y 

ejecución de acta de conciliación que no definían lo que sucedía realmente. 

 

En consecuencia, no hubo relación entre los medios probatorios que presentó la 

ejecutada y lo que solicitaba en el proceso. 
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“En este tipo de procesos (procesos ejecutivos, que deben entenderse en la 

actualidad como procesos únicos de ejecución) no es posible ofrecer medios 

probatorios extemporáneos” (Casación N° 4539-2007 / Lima, publicada en el 

Diario Oficial El Peruano el 30-05-2008, p.22238). 

 

De acuerdo a lo consignado en la Partida de Propiedad Inmueble N°11051092, 

uno de los medios probatorios presentados, durante la celebración del contrato 

de arrendamiento, no se podía confirmar la propiedad de Construcciones e 

Inversiones V&E S.A.C respecto al inmueble, puesto que en el 2010 se inscribió 

la anotación preventiva donde la ejecutante adquiere preventivamente el 74% de 

las acciones y derechos del bien materia de arrendamiento, con la condición de 

que los defectos presentados en el título a inscribir se subsanen dentro del plazo 

de un año. Sin embargo, transcurrido el plazo, en el 2011 se canceló el asiento 

de anotación preventiva, por lo cual, la propietaria aparente: Compas Industrial 

S.A.C, continuó celebrando contratos con terceros. 

 

En virtud a lo indicado en la partida, se podría concluir que no existió una relación 

válida entre las partes y en consecuencia, el título ejecutivo estaría perjudicado. 

Por lo que, considero que se debió señalar desde el primer momento que la 

situación jurídica del bien materia de contrato no es clara, pudiendo corresponder 

también una copropiedad, toda vez que, se aprecia un conflicto referente a la 

propiedad del inmueble, entre la ejecutante y Compas Industrial. 

 

“La contradicción a efectos de desvirtuar la pretensión de cobro planteada por el 

ejecutante está dirigida a atacar la obligación, basándose en la inexigibilidad o 

iliquidez de la obligación; el título, esgrimiendo la nulidad formal o falsedad del 

título simplemente la relación jurídica procesal, proponiendo excepciones y 

defensas previas”. (Casación N° 2420-2013 / Lambayeque. Publicada en el 

Diario Oficial El Peruano el 30-06-2015, p. 65648-65650). 
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El segundo problema fue la resolución del Auto Final en primera instancia: 

 

Considero que no se tomaron en consideración los medios probatorios 

presentados por EISCOM S.A.C. dentro de la contradicción, pese a fueron 

admitidos durante la etapa de saneamiento procesal.  

 

La ejecutante, presentó, como uno de los medios probatorios, el Acta de 

Lanzamiento en la que se evidenciaba el desalojo que se llevó a cabo el día 08 

de marzo del 2013, motivo por el cual, EISCOM S.A.C perdió la posesión del 

local comercial. 

 

Debemos tener en cuenta que de acuerdo a lo previsto en el artículo 1680 inciso 

1° del Código Civil, el arrendador también está obligado a mantener al 

arrendatario en el uso del bien durante el plazo del contrato y a conservarlo en 

buen estado para el fin del arrendatario; sin embargo, dicha obligación se 

incumplió durante el último periodo del contrato, al permitir que la arrendataria, 

pierda la posesión del inmueble a causa de un lanzamiento consecuencia del 

proceso de Ejecución de Acta de Conciliación seguido por terceros con 

conocimiento de la ejecutante. 

 

Asimismo, la ejecutada presentó como medio probatorio, la licencia de 

funcionamiento del local comercial que arrendaba a fin de que, el juzgado pueda 

verificar mediante lo consignado por la Municipalidad, que se trataba del mismo 

inmueble. 

 

Por tanto, el cobro de la merced conductiva impaga, sólo debió corresponder al 

mes de febrero y los días adicionales de marzo previos al lanzamiento, puesto 

que el contrato se resolvió de pleno derecho. 

Artículo 1697° inciso 5° del Código Civil: El contrato de arrendamiento puede 

resolverse: si el arrendador o el arrendatario no cumplen cualesquiera de sus 

obligaciones. 

 

 

 



 
 

16 
 

Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas y los problemas 

jurídicos identificados. 

 

Respecto al mandato ejecutivo 

 

El mandato ejecutivo declaró la admisión de la demanda interpuesta por 

Construcciones e Inversiones V&E S.A.C y por ende, la procedencia del título 

ejecutivo que incluía las facturas impagas de los meses de febrero y marzo del 

2013 con el contrato de arrendamiento suscrito con EISCOM S.A.C y la garante 

Inversiones Open House S.A.C. 

 

Entendemos que por la acción ejecutiva solicitamos que el juez nos otorgue lo 

que por derecho ya nos corresponde. Razón por la cual, en los procesos de 

ejecución es necesario contar con un título ejecutivo a fin de promover la acción 

ejecutiva “nulla executio sine título”; en ese sentido, contamos con un sistema 

taxativo que nos permite conocer, de acuerdo al artículo 688° del Código 

Procesal Civil, cuales son los títulos ejecutivos. 

 

Según Kisch, el título ejecutivo “es un documento en el que consta el derecho 

que ha de hacerse efectivo por la ejecución y cuya cualidad- ejecutiva- es 

declarada por la ley”. (Kinsch, 1940, pág. 335) 

“La función primaria del título es la de ser fuente de la acción ejecutiva. Es el 

presupuesto fundamental y esencial de la ejecución. De lo expuesto se deriva 

que: 

1) No puede procederse ejecutivamente sin título, 

2) La autonomía de la acción está insolublemente ligada al título, 

3) Sin título no hay ejecución, 

4) Sin título no hay acción, 

5) En el título se resume todo, no puede haber nada fuera de él, 

6) El derecho y la legitimación surgen del título, 

7) Si el título está viciado o afectado, falta el presupuesto que motiva la 

coerción.” (Rodriguez, 1984, pág. 473) 

En el presente proceso, la ejecutante cuenta con un título ejecutivo compuesto, 

el cual consta de las facturas de pago junto con el contrato de arrendamiento 



 
 

17 
 

suscrito por las partes. En este caso sí contamos con un título ejecutivo que 

cumple con los requisitos de forma.  

 

“La excepción a la regla que concede mérito ejecutivo al instrumento impago de 

renta de arrendamiento, tiene una base contractual, constituida por el contrato 

de arrendamiento”. (Casación N°2380-1998 /Lima, publicada en el Diario Oficial 

El Peruano el 18-12-1999, p. 4321-4323). 

 

Auto de primera instancia 

 

Con Fecha 29 de Agosto del 2014, el Séptimo Juzgado Civil con Subespecialidad 

en lo Comercial, resolvió declarando infundada la contradicción planteada por 

EISCOM S.A.C y en consecuencia, ordenó que se lleve adelante la ejecución 

forzada a fin de que los ejecutados cumplan con pagar la suma de S/.449, 344.00 

(cuatrocientos cuarenta y nueve mil trescientos cuarenta y cuatro y 00/100 soles) 

más los intereses pactados correspondientes a los meses de Febrero, Marzo y 

posteriores.  

 

El monto indicado por el Séptimo Juzgado se basaba en que no existían pruebas 

suficientes para acreditar la perdida de la posesión de la ejecutada, por lo que 

se debía considerar la continuidad de la posesión pese a que los medios 

probatorios presentados por la ejecutada y los de oficio, señalaban que desde el 

08 de marzo del 2013, EISCOM S.A.C ya no se encontraba en el inmueble. 

 

“Si bien la naturaleza del presente proceso es ejecutivo (entiéndase proceso 

único de ejecución en la actualidad), no menos cierto es que el juez puede 

ordenar de oficio la actuación de un medio probatorio”. (Casación N°2879-1999/ 

Cajamarca, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 19-02-2020, p.4642) 

En virtud a lo señalado, debieron meritarse todos los medios probatorios 

ofrecidos por la ejecutada y los de oficio en conjunto, toda vez que se declararon 

procedentes en la etapa de saneamiento. 

 

A fin de aclarar la finalidad del recurso de apelación, Rosenberg afirma que: 

“alcanzar no solo la rectificación de los errores del tribunal inferior, tanto respecto 
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de los hechos como del derecho, sino el logro de la resolución de la controversia 

totalmente nueva, mediante prosecución y renovación del debate, el principio de 

nuevos medios de ataque y de defensa” (Rosenberg, 1955, Tomo II: 351) 

 

Auto de segunda instancia 

 

El Auto de Vista del 16 de Enero del 2015, revocó la Resolución N°31 de fecha 

29 de agosto del 2014 y, reformándola, declaró fundada en parte la contradicción 

interpuesta por la ejecutada EISCOM S.A.C, por lo que ordenó que se lleve 

adelante la ejecución forzada hasta que la ejecutada EISCOM S.A.C cumpla con 

el pago de la suma ascendente a S/.32,599.46 (Treinta y dos mil quinientos 

noventa y nueve con 46/100 soles) más los intereses, costas y costos del 

proceso; y declaró improcedente la demanda interpuesta a Inversiones Open 

House S.A.C en calidad de garante. 

 

El auto de vista consta de dos partes: la primera consideró incorrecta la 

evaluación de primera instancia, puesto que no se evaluaron correctamente los 

medios probatorios presentados por la ejecutada y los solicitados de oficio. Por 

lo que, reformó la decisión tomando en cuenta el Acta de Lanzamiento pues de 

ella se verifica que se trata del mismo inmueble y no como se señala en la 

impugnada que se trataría de domicilios distintos; asimismo, se comprobaba en 

dicho documento, la participación del gerente de la empresa EISCOM S.A.C 

evitando el desalojo. 

 

En consecuencia, en virtud a derecho de la tutela jurisdiccional efectiva según el 

artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil, se adoptó la posición de 

que la ejecutada no podía ser susceptible de cobro los meses posteriores a la 

fecha en la que ocurrió el lanzamiento del inmueble materia del contrato. 

Por otro lado, la segunda parte del auto de vista ordena excluir al garante 

Inversiones Open House S.A.C en virtud a que no cumplió con la formalidad que 

establecen los artículos: 

 

Artículo 1868° del Código Civil: “Por la fianza, el fiador se obliga frente al 

acreedor a cumplir determinada prestación, en garantía de una obligación ajena, 
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si esta no es cumplida por el deudor. La fianza puede constituirse no solo a favor 

del deudor sino de otro fiador”. 

Artículo 1871°: “La fianza debe constar por escrito, bajo sanción de nulidad”. 

 

En efecto, Open House S.A.C sólo se ha constituido como garante en el contrato 

de arrendamiento sin haber indicado cuál sería la garantía otorgada por él o 

cuales serían los bienes afectados a dicha garantía, debiéndose tener en cuenta 

las características de esta figura: que debe constar por escrito bajo sanción de 

nulidad y delimitarse con precisión la prestación que, en caso de incumplimiento 

del deudor, se obliga a cumplir frente al acreedor. 

 

En virtud a lo señalado, concuerdo con la posición tomada por la Primera Sala 

Civil en el extremo de que la ejecutada únicamente debe cumplir con el pago del 

mes de febrero y los días del mes de marzo previos al lanzamiento judicial. 

 

Respecto al recurso de casación 

 

En este caso, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, declaró infundada la casación interpuesta por la ejecutante 

Construcciones e Inversiones V&E S.A.C, por lo que no casaron el Auto de Vista 

que revocaba el Auto Final que declaraba improcedente la contradicción 

interpuesta por la ejecutada EISCOM S.A.C. 

 

Al respecto, debo señalar que en la casación analizaron el principio de tantum 

devolutum, quantum apelatum por haberse excluido del proceso al ejecutado 

Inversiones Open House S.A.C. 

 

Sobre la inobservancia del principio tantum devolutum quantum apellatum. 

Casación N°4630-2012: 

El órgano jurisdiccional revisor sólo podrá pronunciarse sobre lo que es materia 

del recurso de apelación “tantum devolutum quantum apellatum” debiendo 

circunscribirse el debate a los extremos apelados. En el presente caso, la Sala 

Civil Suprema señala que siendo esto así, al haberse vulnerado el debido 

proceso del recurrente corresponde que se anule la sentencia de vista 
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impugnada. Consecuentemente, merece ser amparado al configurarse la causal 

de infracción normativa procesal prevista en el artículo 386° del Código Procesal 

Civil que incide directamente sobre la decisión contenida en la resolución 

impugnada.  

 

En ese sentido, deberá tomarse en cuenta también lo indicado por Hinostroza 

Minguez, quien afirma que “la apelación no constituye una renovación del 

proceso o reiteración de su trámite o un novum iudicium, sino que representa su 

revisión”. (Grados, 2012, pág. 155) 

Asimismo, “los principios que limitan el pronunciamiento del órgano jurisdiccional 

revisor en segunda instancia para resolver el recurso de apelación son los 

siguientes: 

1. Principio del tantum devolutum quantum appelatum: Este principio que es 

consecuencia directa del principio dispositivo, que se extiende al 

conocimiento del órgano de segunda instancia, establece que sólo la 

instancia de alzada le es permitido desplegar su actividad sobre aquellos 

asuntos que, por haber sido cuestionados o impugnados, forman parte del 

ámbito del recurso: constituyendo dichos asuntos el parámetro por el cual 

el órgano jurisdiccional de segunda instancia deberá de pronunciarse. No 

permitiendo que este principio que se expida una decisión sin ceñirse a 

las cuestiones que ha sido recurridas por las partes. 

 

Por lo cual, a través de este principio el juez de segunda instancia si bien 

es cierto, puede corregir lo decidido por el juez de primera instancia, tanto 

en la apreciación de los hechos aportados al proceso y su calificación 

jurídica, sin embargo esta facultad tiene que ejercerla sobre los puntos 

concretos de la resolución que, han sido expresamente impugnados por 

perjudicar a las partes procesales”. (Grados, 2012, pág. 155) 

“Para los efectos del pronunciamiento sobre los agravios puntualizados en un 

recurso de apelación, el respeto al principio de la congruencia procesal se 

encuentra concatenado con la atención al denominado tantum devolutum 

quantum appelatum, de manera que el Colegiado revisor deberá resolver en 

función a los agravios, errores de hecho y derecho, así como el sustento de la 

pretensión impugnatoria que haya expuesto el recurrente en su escrito de 
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apelación...” (Casación N°611-2008 / La Libertad, publicada en el Diario Oficial 

El Peruano el 03-09-2008, p. 22878-22880).  
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Conclusiones 

 

 Las facturas impagas de renta presentadas por la ejecutante si 

constituyen un título ejecutivo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 

688° del Código Procesal Civil, en este caso se trata de un título ejecutivo 

compuesto, pues es necesario que se adjunte a las facturas el contrato 

de arrendamiento para que pueda ejercerse la acción ejecutiva, lo que 

resulta en la procedencia de la demanda. 

 

 En el Auto Final no se cumplió con meritar todos los medios probatorios 

ofrecidos por la ejecutada y los solicitados de oficio, por lo que no existió 

una debida motivación al declarar improcedente la contradicción. Sin 

embargo, pese a que el Auto de Vista reformuló lo resuelto por primera 

instancia, éste resolvió contraviniendo con el principio tantum devolutum, 

quantum appelatum, lo cual, pese a que el razonamiento y la motivación 

de la Sala era correcta respecto a la calidad de garante que tenía 

Inversiones Open House S.A.C, es correcto que no debió resolver en 

función a lo impugnado por las partes, puesto que se estaría vulnerando 

el debido proceso del recurrente correspondiendo de que se anule la 

sentencia de vista impugnada.  
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Anexos 

1. Demanda. 

2. Defensa Previa. 

3. Contradicción. 

4. Absolución de la Contradicción 

5. Auto Final. 

6. Auto de Vista. 

7. Resolución de la Corte Suprema. 

 





















































































































































































































































 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 

SETIMO JUZGADO CIVIL CON SUBESPECIALIDAD EN LO COMERCIAL 
 

EXPEDIENTE           :2110-2013-1817-JR-C0-07. 
MATERIA              :OBLIGACION DE DAR SUMA DE DINERO 
EJECUTANTE          :CONSTRUCCIONES E INVERSIONES V&E SAC 
EJECUTADO            :EXPORTADORA IMPORTADORA Y SERVICIOS 
                                   DE COMUNICACIÓN Y OPERADOR MULTIMODAL  
ESPECIALISTA        :JUAN MERINO BUSTAMANTE 
 
 

AUTO DEFINITIVO 
 
 
RESOLUCION N° 31 
Lima, 29 de  Agosto del 2014 
 

AUTOS Y VISTOS:  
Puesto a Despacho para resolver la contradicción y excepción de 

incumplimiento formulada por Exportadora Importadora y Servicios de 

Comunicación y Operador Multimodal SAC mediante escrito de folios 117 a 

126; y  

CONSIDERANDO: 
I.-ARGUMENTOS DE LA CONTRADICCION 
PRIMERO: El ejecutado  formula contradicción por  la causal de inexigibilidad   

de la obligación, argumentando en resumen lo siguiente:  

i. Que, con la demandante, desde inicios del mes de Marzo del año 2013, 

no tenemos ninguna relación contractual de arrendamiento, ni existe 

ninguna obligación pendiente  de pago a raíz de que el día 08 de Marzo 

del 2013, perdimos por disposición judicial la posesión  del inmueble 

ubicado en la Av. Venezuela N° 1920-1930 del Cercado de Lima, 

inmueble que fue materia del contrato de arrendamiento suscrito con la 

demandante. 

ii. Que, la obligación del mes anterior ( febrero del año 2013) fue 

debidamente cancelada y estaba pendiente la entrega de la 

correspondiente factura, razón por la cual no existe deuda pendiente de 

arrendamiento de los meses de febrero y marzo del año 2013 y no 



existe ningún tipo de obligación de pago de arriendos de los meses 

subsiguientes, por lo que desde el ocho de Marzo del 2013, no tenemos 

la posesión del predio y porque han solicitado ante el Vigésimo Juzgado 

Civil de Lima, ( Exp.14969-2013) la resolución del contrato de 

arrendamiento con efecto retroactivo al día 08 de Marzo del 2013.  

iii. La empresa demandante no tiene derecho de exigirles el cumplimiento 

de la obligación de pago de la renta porque el contrato de 

arrendamiento fue resuelto de pleno derecho el día 08 de Marzo del 

2013 por la imposibilidad de las prestaciones que en ella estaban 

contenidas, además que existe a nuestro favor el monto total de la 

garantía de S/44,800.00 nuevos soles entregada a la demandante al 

momento de la celebración del contrato 

 

II.-ANALISIS DEL CASO:   
SEGUNDO:  Que, se  debe recordar, que el artículo 196º del Código Procesal 

Civil, establece  que “Salvo disposición legal diferente, la carga de probar 

corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los 

contradice alegando nuevos hechos”;  como sostiene Leo Rosemberg, la carga 

de la prueba es imperativo del propio interés que lleva a las partes a ofrecer 

medios de prueba y aportar argumentos de prueba que no aseguran ventajas, 

pero que tienden a superar el riesgo que significaría no lograr la convicción 

respecto a los hechos que sustentan la pretensión alegada, es decir, tendientes 

a evitar el fallo  desfavorable a la parte gravada con la carga1. 
 
TERCERO: Frente a los  argumentos esgrimidos por  el ejecutado Exportadora 

Importadora y Servicios de Comunicación y Operador Multimodal SAC, para 

sustentar su contradicción, se debe precisar, que una obligación resulta  

inexigible  por razones de tiempo, lugar y modo, es decir, si la obligación de 

pago a cumplirse en un determinado plazo no se ha vencido, si el demandante  

acude a un Juez  de lugar  distinto al pactado, o si la obligación de pago está 

pendiente de una condición o cargo, o cuando la ejecución no se realiza en la 

forma señalada. En el presente caso,  el ejecutado EISCOM SAC, no ha 

                                                 
1  ROSENBERG, Leo. La carga de la prueba. Buenos Aires, De. Ejea, 1956, p... 15 



acreditado ninguno de los supuestos antes  señalados, como para que la 

obligación demandada resulte inexigible en dichos términos.  

 

CUARTO: Sin perjuicio de lo anterior y resolviendo en forma conjunta   el 

extremo de la contradicción signado  como i), debemos señalar, que del 

contrato de arrendamiento de fecha 05 de Setiembre del 2011, cláusula 

primera  y que corre de folios 7 a 10,  se advierte que  el inmueble materia de 

arrendamiento se encuentra ubicado en Av. Venezuela N° 1920-1930-Cercado 

de Lima; asimismo  de la cláusula segunda del citado contrato, se observa que 

el inmueble arrendado tiene un área de 1,120 metros cuadrados, 
aproximadamente. 

 

QUINTO: Si bien la emplazada Exportadora Importadora y Servicios de 

Comunicación y Operador Multimodal SAC, alega como sustento de su 

contradicción que no tienen ninguna relación contractual de arrendamiento, ni 

existe ninguna obligación pendiente de pago a raíz de que el día 08 de Marzo 

del 2013, perdieron la posesión del inmueble por haber sido lanzados del 

mencionado  inmueble, para cuyo efecto adjunta la copia del Acta de 

Lanzamiento de fecha 08 de Marzo del 2013, en el proceso tramitado  por ante 

el Tercer Juzgado de Paz Letrado del Lima ( Exp. 1665-2011), cuya copia  

certificada corre  de  folios 233 a 234; sin embargo, de la lectura de dicha acta, 

se puede advertir  que las partes intervinientes en dicho proceso resultan ser 

personas distintas al  ejecutante  y ejecutado, esto es, el demandante en dicho 

proceso es la empresa Compas Industrial mientras que  el demandado es la 

persona de Mario Flores Arias; asimismo,  se evidencia que  la orden de 

lanzamiento se ha ejecutado en domicilio distinto al consignado en el contrato 

de arrendamiento materia de ejecución, esto es, Av. Venezuela N° 1908. 

Interior 100 y 101 ( ahora 1918-1930), esto  es, el lanzamiento se ha realizado 

respecto a los interiores 100 y 101, mientras que el inmueble materia de 

contrato  es uno  de mayor extensión ( véase cláusula segunda del contrato de 

arrendamiento). 

Por otro lado, la persona que interviene como ejecutado en dicha acta de 

lanzamiento es el señor  Marco  Flores  Arias, quien conforme al acta que se 

tiene a la vista, procedió a entregar voluntariamente el inmueble, no 



evidenciándose en dicha acta la intervención de la empresa ejecutada 

Exportadora Importadora y Servicios de Comunicación y Operador Multimodal 

SAC, ni del ejecutante Construcciones é Inversiones V & E SAC. 

 

SEXTO: Asimismo, del oficio de fecha 28 de Mayo del 2014, remitido por la 

Municipalidad de Lima Metropolitana y que corre en folios 513, así como de la 

copia de la licencia  que corre en folios 514,  se verifica que la emplazada 

Exportadora Importadora y Servicios de Comunicación y Operador Multimodal 

SAC,  contó con una Licencia de Funcionamiento  para el giro de Taller de 

Mecánica y Venta de Vehículos Automotores en el establecimiento ubicado en 

Av. República de  Venezuela N° 1920-1930-Urb.Chacra Ríos Norte-Cercado de 

Lima,  y si bien dicha licencia ha sido cesada con fecha 07 de Mayo del 2013, 

ello no enerva  en modo alguno que el ejecutado   mantenga  la posesión del 

inmueble arrendado;  más aún, cuando la eficacia y vigencia del contrato de 

arriendos suscrito entre las partes, no estaba supeditado  al otorgamiento, 

cancelación y /o cesación  de una licencia de funcionamiento, pues resultaba 

suficiente que  este se encuentre en  uso del bien. 

  

SETIMO: Que, el  artículo 1711° del Código Civil, señala que :” Para desocupar 

el bien el arrendatario debe previamente recabar autorización escrita del 

arrendador o, en su defecto, de la autoridad respectiva. Si el arrendador 

desocupa el bien sin alguna de esas autorizaciones, será responsable: 

1.- De la renta y de los pagos por los servicios a su cargo que se devenguen 

después de la desocupación hasta que el arrendador  tome posesión del bien. 

2.-De  los daños y perjuicios correspondientes. 

3.-De que un tercero  se introduzca en él. 

 

OCTAVO: En ese contexto, la parte ejecutada no puede alegar que  con el 

demandante no le une ninguna relación contractual, por no encontrarse en la 

actualidad  en posesión del  inmueble materia de arrendamiento, por cuanto  de 

lo actuado,  no se evidencia que éste haya solicitado autorización escrita del 

demandante  para desocupar el mencionado inmueble, conforme a lo requerido 

en la norma en referencia, más aún, cuando en la  audiencia única  de fecha 17 

de Junio del 2013, cuya  acta  corre de folios 379 a 382,  convocada por esta 



Judicatura, para que bajo el principio de  inmediación las partes  prestasen 

declaración respecto a los hechos materia de controversia, la misma  empresa  

ejecutada a través de su  representante legal señor José Martín Cabrera 

Romero,  al momento  de absolver  la  novena pregunta, señala, que en aquel 

momento no tenía conocimiento que para desocupar el bien arrendado debe 

previamente recabar la autorización escrita del arrendador; en esa línea y no 

existiendo medio probatorio que acredite fehacientemente que la parte 

ejecutada no se encuentre en uso del bien arrendado y menos que haya hecho 

formalmente la devolución del inmueble al  ejecutante, se entiende que existe 

la continuación del arrendamiento y por tanto vigente su obligación de pago de 

la mercede conductiva en los términos pactados en el contrato de 

arrendamiento respectivo. 

 

NOVENO:  Con  respecto al argumento  de la contradicción signado como ii), 
se debe recordar, que  el artículo 1229° del Código Procesal Civil, señala que 

la prueba del pago incumbe a  quien pretende haberlo efectuado, en ese 

sentido, si bien el ejecutado alega que  la obligación correspondiente al mes de 

febrero del año 2013, fue debidamente cancelada y no existe deuda pendiente 

de arrendamiento de los meses de Febrero y Marzo del año 2013, sin embargo, 

no presentan medio  probatorio alguno que acredite dicha aseveración,  por lo 

que siendo ello así y estando a que los contratos son obligatorios en  cuanto se 

haya expresado en ellos y se presume que la declaración expresada en el 

contrato responde a la voluntad común de las partes y quien niegue esa 

coincidencia debe probarla de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

1361° del Código Civil. 

Por  otro lado, si bien la empresa ejecutada Exportadora Importadora y 

Servicios de Comunicación y Operador Multimodal SAC, ha presentado copias 

certificadas  de la demanda  de  Resolución de Contrato, interpuesta contra el 

ejecutante Construcciones  é Inversiones V & E SAC,  por ante el Vigésimo 

Juzgado Civil de Lima (expediente N°14969-2013), también es de 

considerarse, que mientras no exista una resolución firme, que declare resuelto 

el contrato de arrendamiento materia de ejecución, éste surte todos   sus 

efectos en este proceso,   y por tanto debe cumplirse en sus propios términos, 



al no resultar   oponible al ejecutante; por lo que este argumento de la 

contradicción resulta inamparable. 

 

DECIMO: Con relación al argumento de la contradicción signado como iii),  se 

debe precisar, que aún, cuando la parte ejecutada persista en señalar, que la 

empresa ejecutante no tiene derecho de exigirles el cumplimiento de la 

obligación, por lo mismos fundamentos  expuestos  en los considerandos 

precedentes, la parte ejecutada  Exportadora Importadora y Servicios de 

Comunicación y Operador Multimodal SAC, tiene la obligación de pagar la 

renta  pactada en el contrato, más aún, cuando el contrato no ha sido resuelto y  

el contrato de arrendamiento se encuentra  aún vigente, 

Por otro lado, si  bien es cierto, que existe a favor del ejecutado  el monto  de la 

garantía ascendente a la suma de S/ 44,800.00 nuevos soles, también es de 

aclararse, que conforme a lo pactados por las partes en la  cláusula décimo 

segunda del  Contrato de Arrendamiento que corre de folios 7 a 10,: : “ La 

ARRENDATARIA entrega a la ARRENDADORA, la suma de S/ 44,800.00  
(CUARENTA Y CUATRO MIL OCHOCIENTOS Y 00/100 NUEVOS SOLES), 
como  garantía de dos meses por la buena conducción y conservación del 

local. Este depósito no generará intereses ni tampoco  se imputará a  la merced 

conductiva. Dicho importe será devuelto al término del contrato” 

De lo antes señalado, no se evidencia  que  se hubiere pactado expresamente 

que   la suma otorgada como garantía, sea imputada a la a la renta impaga, así 

como tampoco se advierte, que dicho monto otorgado como garantía sea 

suficiente como para no exigirle  las obligaciones contenidas en el contrato de 

arrendamiento materia de ejecución, por lo que este argumento de la 

contradicción resulta  inamparable. 

 
DECIMO PRIMERO: Que, deslindado lo anterior y conforme   a la norma antes 

glosada, correspondería  a la arrendataria Exportadora  Importadora y Servicios 

de Comunicación y Operador Multimodal SAC,  el  pago de la renta,  debiendo 

quedar claro, que  la materia  del presente  proceso de ejecución,  se remite 

solo al pago de la renta  originada del contrato de arrendamiento de fecha 05 

de Setiembre del 2011, por  lo  que cualquier alusión a resoluciones de 

contratos o titularidad del bien, resulta irrelevante para nuestro propósito. 



DECIMO SEGUNDO: Con respecto a la excepción de incumplimiento, 

debemos señalar, que la excepción de incumplimiento es la facultad de la parte 

contractual  de suspender el cumplimiento si la otra parte no cumple o no 

ofrece cumplir su propia obligación2. Este remedio está regulado en el artículo 

1426° del Código Civil.  que señala que “ En los contratos con prestaciones 

recíprocas en que éstas deben cumplirse simultáneamente, cada parte tiene 

derecho de suspender el cumplimiento de la prestación a su cargo, hasta que 

se satisfaga  la contraprestación o se garantice su cumplimiento” 

 

DECIMO TERCERO: Se tiene entonces que  para que se configure dicha 

excepción se requiere la concurrencia copulativa de los siguientes requisitos: 

a) Que, se trate de un contrato con prestaciones recíprocas, 

b) Que , se haya pactado la simultaneidad de las prestaciones, 

c) Que, uno de  los obligados incumpla la ejecución de la prestación debida   

d)  Que, el otro obligado  recíprocamente suspenda la prestación a su 

cargo. 

La ausencia de estos requisitos conlleva a que la excepción invocada no 

resulte amparable. 

En el presente  caso,  del contrato de arrendamiento que se adjunta a la 

demanda, se verifica que éste es uno de carácter recíproco, por el cual se 

establecen dos obligaciones; el arrendador se obliga a ceder temporalmente al 

arrendatario el uso de un bien y el arrendatario se obliga al pago de la renta 

convenida, conforme a lo dispuesto en el artículo 1666° del Código Civil, por 

tanto, nos encontramos ante un contrato con prestaciones recíprocas, por lo 

que se cumple el requisito signado como literal a). 

En cuando al requisito signado como literal b),se entiende que existe 

simultaneidad de las prestaciones cuando estas deben cumplirse en su solo 

acto; es decir,  que deben ejecutarse en un mismo momento, en el presente 

caso, estando a que  el contrato de arrendamiento es un contrato de tracto  

sucesivo, en el cual obligaciones y derechos de las partes nacen a medida que 

se avanza su cumplimiento ( rentada pactada en tres años, con cumplimiento 

de pagos en forma mensual),  no  se cumple con el  segundo requisito  

                                                 
2 Rómulo Morales Hérvias  en: “ Derecho de Resolución, Derecho de Retención y Excepción de 
Incumplimiento. Revista Peruana de Jurisprudencia-Año 4-número 33-.Noviembre del 2003. 



copulativo exigido  para la configuración de la excepción de incumplimiento,  

por lo que  carece de objeto pronunciarse sobre la concurrencia de los  otros 

dos requisitos restantes; más aún, cuando de lo actuado no se verifica que el 

ejecutado haya cumplido con pagar   la renta a que se obligo en el contrato 

respectivo;  siendo ello así, la excepción de de incumplimiento propuesta por la  

empresa ejecutada Exportadora Importadora y Servicios de Comunicación y 

Operador Multimodal SAC, resulta improcedente. 

 

 DECIMO CUARTO:  Que,  tal como dispone  el artículo 1219º, inciso 1), del 

Código Civil, es efecto de las obligaciones autorizar al acreedor para emplear  

las medidas legales a fin de que el deudor le procure aquella a que esta  

obligado.  

 

DECIMO QUINTO:  Asimismo , lo ejecutados no han acreditado con medio 

probatorio alguno que  la obligación se encuentre extinguida, más aún, cuando 

la prueba del pago incumbe a quien pretende haberlo efectuado, de 

conformidad con el artículo 1229 del Código Civil, lo cual no ha sucedido en 

autos; por lo que la obligación demandada resulta  totalmente  exigible a los 

ejecutados y  la contradicción propuesta  resulta inamparable en todos sus 

extremos, subsistiendo los fundamentos  que  sirvieron de base para la emisión 

del mandato   de ejecución 

 

DECIMO SEXTO: Que, siendo ello así, subsisten  los fundamentos que 

sirvieron de base para la emisión del mandato  de ejecución contenido en la 

resolución número uno, su fecha 08 de Agosto del 2013. 

 

III.- PARTE RESOLUTIVA. 
Estando a lo expuesto en los considerandos precedentes, y al amparo de las 

normas legales glosadas: ADMINISTRANDO JUSTICIA A NOMBRE DE LA 
NACIÓN, EL JUEZ DEL SETIMO JUZGADO CIVIL CON SUB 
ESPECIALIDAD EN LO COMERCIAL DE LIMA; RESUELVE:  

1) IMPROCEDENTE la excepción de incumplimiento propuesta por la 

ejecutada Exportadora Importadora y Servicios de Comunicación y 



Operador Multimodal SAC en el primer otrosí de su escrito de 

contradicción de folios 117 a 126. 

2) DECLARAR INFUNDADA LA CONTRADICCION PLANTEADA;  por  la 

ejecutada Exportadora Importadora y Servicios de Comunicación y 

Operador Multimodal SAC,   mediante escrito de folios 117 a 126. 

3) En consecuencia: ORDENO que se lleve adelante la ejecución forzada 

hasta que el ejecutado EXPORTADORA IMPORTADORA Y 
SERVICIOS DE COMUNICACIÓN Y OPERADOR MULTIMODAL SAC,   
cumpla con pagar a favor  del ejecutante CONSTRUCCIONES É 
INVERSIONES V & E SAC,  la suma de CUATROCIENTOS 
CUARENTA Y NUEVE MIL TRESCIENTOS CUARENTA Y CUATRO Y 
00/100 NUEVOS SOLES, más los intereses  pactados que  

correspondan; costas y costos del proceso. 

4) NOTIFÍQUESE . 
 






































